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/                                   Por una democracia más representativa y un liderazgo descentralizado:
REFORMA CONSTITUCIONAL DEL SISTEMA ELECTORAL PARLAMENTARIO.
La descentralización en tanto base del desarrollo de un país, no pasa solo por la organización administrativa, sino también por la efectiva participación de los ciudadanos en las instituciones democráticas. El Congreso Nacional es el órgano constitucional de representación popular de Chile, donde reside la soberanía de la Nación, por lo cual es indudable la importancia de perfeccionar el sistema de elección de senadores y diputados, con el fin de fortalecer nuestra democracia. La situación actual nos indica que los ciudadanos sienten frustración ante el funcionamiento de la institucionalidad política, pues en muchos casos los partidos políticos son los que deciden aspectos centrales de la vida pública. En el caso específico de las regiones, muchas veces los senadores no conocen los problemas ni la realidad local. Específicamente en el caso de nuestra Región de Los Ríos, tenemos un senador designado por su partido político que no nos representa, pues el senador electo fue llamado por el Presidente para asumir un Ministerio. Es por ello que necesitamos replantear el sistema electoral parlamentario y así reforzar la soberanía popular y la participación ciudadana. Para ello proponemos:
1° En relación a los requisitos para ser diputado, reemplazar la disposición del Artículo 48 de la Constitución Política de la República, en cuanto a “tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos años, contando hacia atrás desde el día de la elección”, por “un plazo no inferior a cinco años. Se entenderá por residencia el desempeño de actividades laborales o remuneradas en dicho territorio y no la simple posesión de bienes inmuebles o terrenos.” Esta disposición se agregará también al Artículo 50, relativo a los requisitos para ser senador.
2° Limitar la reelección los parlamentarios a dos periodos consecutivos, con el fin de posibilitar la renovación de representantes y dar la oportunidad a los candidatos más jóvenes.
3° Establecer la imposibilidad de ocupar el cargo de ministro, de manera posterior e inmediata al de parlamentario, por un lapso mínimo de diferencia de 2 años o viceversa. El parlamentario no podrá renunciar a su cargo para ser ministro. Esto último impediría al Ejecutivo extraer parlamentarios que luego deben ser “nominados” por los partidos políticos y no electos por quienes poseen la potestad más importante, los ciudadanos.

4º En caso de muerte o inhabilidad de un parlamentario debe reemplazarse a través de la convocatoria a elecciones. Esto debe hacerse extensivo a todo cargo de representación popular.
5° Derogar el sistema binominal y reemplazarlo por un sistema uninominal, en el que la elección sea proporcional a la votación. 

En nuestro país el sistema binominal tuvo como función garantizar la estabilidad política en el período de transición a la democracia. Reformarlo implica modificar la ley orgánica constitucional, lo cual no ha sido posible hasta ahora, no por falta de iniciativas, sino por carecer de quórum calificado. Sin embargo, perpetuar este sistema es contraproducente en la actualidad, pues crea un desfase entre la voluntad ciudadana y sus representantes, reflejado en la creciente indiferencia política o frustración en gran parte de la sociedad chilena. Creemos que nuestra nación se encuentra preparada para elegir sus representantes, lo cual tendrá como consecuencia el desarrollo regional y nacional, y para ello es imperativo aunar las voluntades de las diferentes coaliciones políticas, por el bien común y los intereses superiores de la Patria.
La necesidad de esta reforma yace en la necesidad imperiosa de generar espacios que realmente signifiquen la discusión de materias, y la dictación de regulaciones que se condigan con la realidad nacional, por lo cual es indispensable la participación de quienes son la manifestación tanto fáctica como constitucional de la soberanía, que no es sino la nación en su conjunto, sin diferenciar características étnicas, culturales, sociales y menos aún económicas. Así se evitará la creciente marginación social respecto a las políticas públicas del país, generando, más temprano que tarde, el colapso de una institucionalidad que de no evolucionar se verá condenada al fracaso, y con ello la muerte de un país que tan velozmente avanza hacia el desarrollo.
